TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, junio dos (2) de dos mil dieciséis (2016)             

        Acta No. 259 de 2 de junio de 2016

Expediente No. 66001-31-03-001-2016-00044-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló el representante legal de la sociedad Constructora Arias E.U., representada por el señor Óscar Iván Arias Aristizábal, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 14 de abril último, en la acción de tutela que aquella promovió contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados la señora Blanca Doris Castrillón y el señor Duván Giraldo Yepes. 
ANTECEDENTES

1.- Se relataron en la demanda los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 La señora Blanca Doris Castrillón demandó en proceso ejecutivo a la sociedad Constructora Arias E.U., proceso en el que obtuvo sentencia favorable que implicaba seguir adelante la ejecución y el remate del bien aprisionado, un lote, sobre el que acordó con el abogado de la demandante construir y vender la casa para pagar la obligación, motivo por el cual la diligencia de remate se aplazó en varias oportunidades; antes de la última fecha fijada para realizar tal acto, presentó avalúo actualizado de una casa y no de un lote, para que se tuviera en cuenta.
1.2 El juez corrió traslado y dentro del término legal el demandante guardó silencio. El juez no decidió sobre la petición.  
1.3 Pese a lo anterior, se fijó fecha para realizar el remate; se presentó a pagar, pero al mismo tiempo tuvo noticia que había sido adjudicado provisionalmente en remate, faltando el pago del saldo y demás obligaciones para la aprobación y adjudicación definitiva.  

1.4 El remate aún no ha sido aprobado por lo cual interpuso recurso de reposición exigiendo la improbación (sic), pues había una petición no resuelta, “y la diligencia remató un lote” pero hay una casa ya vendida y se afectan los derechos de la compradora.
1.5 Había solicitado tener en cuenta el nuevo avalúo por haber transcurrido más de un año desde el anterior, siendo su valor de $32.455.133; el despacho inició el trámite legal sin concluirlo, pues solo dio traslado al ejecutante quien guardó silencio y se limitó a pedir nuevamente fecha, así pues quedaba en firme este nuevo avalúo y no el de $15.600.000 que era el anterior.
1.6 Las ventas en remate por parte de un juzgado son un verdadero contrato, este debe regirse por las normas del Código Civil; por lo tanto, el valor del nuevo avalúo era el legalmente habilitado y como quiera que aquel por el que se remató y adjudicó “y que el área no corresponde tampoco no es correcto...” deben corregirse tales yerros.
1.7 El inmueble avaluado “dijo ser solo un lote con CONSTRUCCIÓN EN CURSO” y lo rematado fue una casa totalmente terminada.
1.8 El juzgado denegó la petición aduciendo que las nulidades se deben pedir antes del remate, sin embargo nunca se ha pedido una nulidad, sino la improbación (sic) por error en el avalúo. 
2.- Considera vulnerados sus derechos al debido proceso y a la propiedad y para obtener su protección, solicita se ordene al Juez Tercero Civil Municipal de Pereira dejar sin efecto el remate llevado a cabo en el proceso ejecutivo donde es demandante Blanca Doris Castrillón y demandada la sociedad Constructora Arias E.U.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1.- Por auto del pasado 6 de abril se admitió la acción; se ordenó vincular a la señora Blanca Doris Castrillón, demandante en el proceso ejecutivo en el que encuentra el accionante lesionados sus derechos, y al señor Duván Giraldo Yepes, quien como mejor postor recibió en adjudicación el inmueble perseguido en ese proceso, y se decretó la práctica de inspección judicial al expediente contentivo de dicho proceso.
2.- En el trámite de la acción de tutela, se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 El señor Duván Giraldo Yepes expuso que la sociedad accionante no acreditó el acuerdo a que dice llegó con el apoderado de la parte actora; si bien es cierto presentó un avalúo, fue realizado por esa misma parte, sin que pueda actuar como perito e hizo incurrir en error al juzgado y a las partes al manifestar que tal avalúo lo había realizado por la Lonja de Propiedad Raíz de Risaralda; el inmueble rematado y adjudicado se describió como un lote sin casa, el que estaba bajo la custodia y administración de un secuestre a quien la sociedad debía informar sobre los cambios o su situación, pero decidió construir bajo su cuenta y riesgo; el avalúo que se tuvo en cuenta para la diligencia de remate fue el presentado por un auxiliar de justicia, del que se le dio traslado a la parte ejecutada, sin que se hubiese pronunciado. Además, esperó que se realizara el remate para alegar que el avalúo aportado no podía ser tenido en cuenta, a pesar de que en varias oportunidades el juzgado había notificado los autos que señalaron fecha para realizarlo, en las que se indicaba que el precio era el que se había dado por perito, $15.600.000, siendo por tanto impertinente e inconducente que solo hasta ahora, cuando ya fue adjudicado el bien, alegue que el avalúo debe ser el aportado y realizado por la parte a que se refiere.
2.2 El funcionario accionado y la otra vinculada guardaron silencio.
3.- Se puso término a la instancia con sentencia de 14 de abril de este año en la que se negó el amparo solicitado. Para decidir así, la funcionaria de primera instancia empezó por referirse a los requisitos generales y específicos de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, citó jurisprudencia sobre el tema, específicamente la sentencia SU-842 de 2013 e hizo un resumen de lo acaecido en el proceso, en relación con el avalúo del bien perseguido y su remate.
Indicó que las solicitudes elevadas por el accionante se resolvieron respetando el derecho de defensa y el debido proceso, y aunque el Juzgado Segundo de Ejecución Civil Municipal cometió una inexactitud “cuando aceptó la aportación del dictamen pericial por la misma demandada y dio traslado a la contraparte”, también lo es que  durante el tiempo que transcurrió desde cuando se dictó esa providencia hasta aquella en que se realizó el remate, el actor no hizo solicitud alguna; tampoco lo hizo en la propia diligencia y por tanto, cualquier yerro en el que se hubiera incurrido, fue saneado en el auto del 14 de octubre de 2015 por medio del cual se fijó fecha para la almoneda y se realizó control de legalidad a lo actuado hasta el momento.
Agrega que dicha omisión rompe la regla de la subsidiariedad que consagra el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, puesto que la última providencia citada alcanzó ejecutoria, y por el carácter residual de la acción de tutela, no puede ser utilizada para torcer las decisiones judiciales, sin antes haber permitido que el operador judicial, dentro del proceso mismo, la revisara, por vía de reposición del auto que fijó fecha para la almoneda.
4.- El accionante, inconforme con esa decisión, la impugnó. Expuso que no se pueden descargar en las partes los errores de redacción que los jueces cometen al elaborar las providencias; aduce que el valor del remate era equivocado y que el solo hecho de que aquellas hubiesen guardado silencio, no corrige la equivocación. La primera instancia desconoció el presente (sic) constitucional y vulnera el derecho a la igualdad.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

3.- En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales, es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“El proceso judicial ordinario representa el mecanismo normal para la solución de los litigios, en él las partes pueden ser escuchadas en igualdad de oportunidades, aportar pruebas, controvertir las que obren en su contra, interponer recursos y, en general, ejercer las atribuciones derivadas del derecho al debido proceso.

Cuando alguna de las partes por descuido, negligencia o falta de diligencia profesional, omite interponer oportunamente los recursos que el ordenamiento jurídico le autoriza o, más grave aún, después de interponerlos deja vencer el término para sustentarlos, la parte afectada con este hecho no podrá mediante la acción de tutela pretender revivir la oportunidad procesal con la cual contó y que por su propia culpa no fue utilizada de la manera más adecuada para sus intereses. En eventos como este, la incuria de quien desatiende sus deberes no puede servir de fundamento para el ejercicio de la acción de tutela…”
.

No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

4.- Los documentos incorporados en el curso de esta instancia
 y la inspección judicial practicada en el curso de la primera
, acreditan los siguientes hechos:

4.1 En el Juzgado Tercero Civil Municipal de Pereira se tramita proceso ejecutivo que promovió la señora Blanca Doris Castrillón González contra la sociedad Constructora Arias E.U., en el que se persigue el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 294-62073, el que se encuentra embargado y secuestrado y que fue avaluado por perito designado por el juzgado en la suma de $15.600.000, sin que las partes lo hubiesen objetado.
4.2 En varias ocasiones, el apoderado del demandante solicitó fecha para realizar la diligencia de remate de ese bien, a lo que accedió el juzgado, pero no se retiraron copias de los avisos respectivos para publicarlos.

4.3 El 20 de agosto de 2015 el abogado Héctor Jaime Rendón Mora presentó un avalúo comercial del inmueble, elaborado por el ingeniero Óscar Iván Arias Aristizábal, en el que se da un valor al inmueble en cuestión de $32.455.133, con fundamento en que ha transcurrido un año desde el último avalúo y solicita se revoque el auto que fijó fecha para el remate.

4.4 De ese avalúo se dio traslado a las partes, por el término de tres días.

4.5 A petición del apoderado de la parte actora, el 14 de octubre de 2015 se fijó fecha para realizar la diligencia de remate del inmueble referido y se dijo que era su avalúo la suma de $15.600.000.

4.6 El 17 de noviembre siguiente se llevó a cabo la referida diligencia, en la que se adjudicó el bien al señor Duván Giraldo Yepes como único postor.
4.7 El 19 de noviembre de 2015, el apoderado de la parte demandada solicitó declarar la invalidez y no aprobar el remate, dejarlo sin efecto. Para sustentar su petición afirmó que tal acto no se ha aprobado; había solicitado tener en cuenta un nuevo avalúo por haber transcurrido más de un año desde el anterior, trámite que inició el juzgado sin concluirlo, pues solo dio traslado al ejecutante quien guardó silencio y se limitó a pedir nueva fecha para el remate, por lo que considera, ese último quedó en firme, por valor de $32.455.133 y no el anterior, por $15.600.000. Además, afirmó que el área del inmueble no es la correcta y no se trata de un lote con construcción en curso, sino de una casa totalmente terminada. Así las cosas, el valor por el cual se remató vulnera el debido proceso y afecta los intereses patrimoniales del demandado de manera injusta.
El rematante, dice, debe ajustarse al último avalúo, los edictos pierden valor por error aritmético y el rematante no consignó el valor sobre el verdadero avalúo para ser postor hábil. Por último, transcribió jurisprudencia relacionada con el derecho al debido proceso, que consideró aplicable al caso.
4.8 Por auto del 7 de diciembre de 2015 el Juzgado Segundo de Ejecución Civil Municipal de Pereira, resolvió no declarar la invalidez del remate. Estimó que se había fijado fecha para el remate del bien inmueble embargado y secuestrado en el proceso y “para tal efecto se tuvo como avalúo el aportado por la parte ejecutante y realizado por el perito nombrado por el juzgado”. En la diligencia de remate ninguna de las partes alegó las irregularidades que pudieran afectar la validez de aquel acto, por lo que se adjudicó al rematante como lo ordena el artículo 527 del Código de Procedimiento Civil. Observa que hubo un error al dar traslado a un avalúo realizado por el representante legal de la sociedad demandada, quien no obstante ser miembro de la Lonja de Propiedad Raíz, tiene los mismos impedimentos y recusaciones que los jueces y que si bien es cierto lo embargado y secuestrado es un lote con paredes, el hecho que la parte ejecutada haya terminado la construcción y vendido el inmueble a un tercero, encontrándose el bien embargado y secuestrado, denota la mala fe y “el aprovechamiento de esta con relación a la compradora”.
4.9 Contra esa decisión, el apoderado de la parte demandada interpuso recurso de reposición.
4.10 Por auto del 30 de marzo de este año, el juzgado accionado decidió no reponer la providencia impugnada. Después de resumir lo acaecido en el proceso en relación con el avalúo del inmueble perseguido, indicó que “las incógnitas suscitadas por el representante judicial del demandado son constitutivas de irregularidades que pueden afectar la validez del remate y se consideran saneadas si no son alegadas antes de la adjudicación según las previsiones del artículo 530 del Código de Procedimiento Civil” y que en el caso concreto, el recurrente dejó pasar todas las oportunidades procesales sin alegar nulidades ni recurrir los autos que se dictaron con antelación, incluso el que señaló la fecha para el remate, y solo cuando se hizo la adjudicación, reclamó la ilegalidad de la subasta con fundamento en hechos “que eran del caso discutir antes de que operara la adjudicación”.
5.- Como ya quedó advertido, uno de los requisitos de procedencia de la acción de tutela es que el interesado haya empleado los medios que tenía a su disposición para impugnar la decisión que considera contraria a sus derechos fundamentales. 

En este caso, el demandante no interpuso recurso de reposición contra el auto del 14 de octubre de 2015 por medio del cual el funcionario demandado fijó fecha para el remate, providencia en la que se indicó de manera expresa el valor por el que saldría en subasta el inmueble embargado y secuestrado en el proceso, concretamente por la suma de $15.600.000, de acuerdo con un avalúo que se había practicado en el proceso; es decir, que no se tendría en cuenta el avalúo presentado por la sociedad demandada y que fue rendido por su representante legal. 

Además, entre la fecha de la providencia referida y aquella en la que se llevó a cabo la diligencia de remate y adjudicación del bien inmueble, no se alegó por el accionante ninguna irregularidad que pudiera afectar su validez, solo lo vino a hacer dos días después de la almoneda, por lo que ni siquiera debió ser oído en el proceso, de acuerdo con el inciso 1º del artículo 530 del Código de Procedimiento Civil, según el cual: “Las irregularidades que puedan afectar la validez del remate se considerarán saneadas si no son alegadas antes de la adjudicación. Las solicitudes de nulidad que se formulen después de esta, no serán oídas.” 

Surge de lo expuesto, que el accionante no empleó los medios ordinarios de protección con que contaba en el proceso para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el segundo de los presupuestos generales para que proceda el amparo contra providencias judiciales, de conformidad con la jurisprudencia que atrás se transcribió.

Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso, escenario normal previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes y que no lo fueron por negligencia o descuido de las partes; tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que se encuentran en firme.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para suplir la negligencia del interesado a la hora de emplearlos, el amparo solicitado resulta improcedente.
6.- De acuerdo con todo lo anterior, se confirmará la sentencia impugnada, aunque se aclarará en el sentido de que el amparo solicitado resulta improcedente.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 14 de abril último, en la acción de tutela instaurada por el representante legal de la sociedad Constructora Arias E.U., contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados la señora Blanca Doris Castrillón y el señor Duván Giraldo Yepes, ACLARÁNDOLA en el sentido de ser improcedente el amparo reclamado.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Sentencia T-1065 de 2005, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.


� Folios 12 a 43, cuaderno No. 2


� Folios 34 y 35, cuaderno No. 1
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